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¡iciOn adicional tercera de la citada Ley 78/1968 dispone que
ntra los actos., resoluciones que se adopten en aplicación d.
misma en lo que .s8 refiere a las clasiticacion8a y su. conse­

ancias no se dará recurso alguno. incluso el contencioso-.e!:'
.nistrativo, cOll·la imica excepción de que se aleauen defectos

procedimiento. Pero que esas limitaciones deben entenderse
rogadas por el articulo. 24 de la Constitución, que al recono­
r a todas las personas el derecho a obtener 1& tutela efectiva

los jueces y tri bunalas en el ei ercicio de sus derechos e ln-
"eses legitimas, impide que se excluya de la tutela judicial
19una de eSO::i derechos e intereses. y en· el caso que motiva"
presente recurso. el derecho del soltcltaD¡te del amparo a ser

:sificado como le corre."ponde legalmente para JU promoción
Generalato. .
Ante todo" y para situar debidamente el problema planteado,

:lVlena I'€cordar una. vez mAs que los derecho! fundamentales
libertades públic/1s; reconocidos en la Constitución Ion de apl1­
:;ioo dIrecta, sin que sea necesario para IU efectividad un
,arrollo legislativo (art. 53 de la Constitución>. No cabe opo-:.
r a este principio en el ca::;o del articulo 24 lo dispuesto en
articulo 117.3, ambos de la Constitución, como hace la i\en~

lcia impugnada, pues este últimd precepto se limita a esta­
;cer, en lo que aqui interesa, que las normas de competencia
an fijadas pur las leYtls, y no ImpJica en modo Id.uno Que
has normas puec1ün ne.ur la tu~ela )uaicial etecUva qua pres­
ce el artlcu~o 24, smo qUe elia", deben esLabtecer cuáles son
cad.a caso los organos lLiUICJ.I::l.les a tos que corresponde pres~

aqu9lia tutela, la qti.e es una cuestión eVldentemente distln­
t'or olora pane, e.l Ul<.l.UO arüculo 24 de 1& (;onsLlluclón no

;)01.16 na,UIetlULt)n.e que VU:l. JUl1tilllCClOUal nan d.e marcar las
as partl. o~oq~ar U:l, LU,ett:l. Juu1t:lal, csta es una cuesuOn de
aiJuaet OrOtül:l.Cla, '1 CUt:l.lquudr vla sirva .lampre que cumpla
re4U.lsl,OS COnSlHU(;l.OLl¡,:ues t:ti~l:l.OLIJCId.OS para ta aamlnlstea­

II oe JUS~t(.la. Lo UUlCO reH;!'/iiU"a desde el. pUtlto da VISLa (,005­
.Le10nal es l.¡ua eXista esa Lute.la Judicial, con indepel1etencia

or8",1Iu que .llit prtO:>Le en Laaa Laso. .
Ahora bl'-'U, et arUCUlO <:l, aJ. ae la LJCA dispone que no
rtl:>pO••U~L-an a ia jUnsalCCtOn c....nLencio;;>o~aetmtu.st.caüva ..las
,::;tluLlas ne Inclol$ CIVil o peHai a,l,rü>ul.da¡ a la JuriSdicción
marl& y l:iqueüC:l.s O,nl$ ql.l.e, aunque relacionaa&s con actos
la AUtJlUHSlfaclun t'UOltC.d., Se üt.nbuyen por una Ley a la

iSClicCI<Jl1 socil:\l o a Oi.rtb JunsdlCCtOnas_. La interpl-eLaclón
ema[J(,u Od es,e ,lJrtlCeplO y nel cun~enl(10 en el articulo 40, f).

-la ffil::;ma Ley, cunciuce a la conclUSión de Q.ue cuando el
lculo 4U, 1), no admite el recurso contencioso+aoministrativo
tea -los ac¡,os que se dicten en vlrtud de una ley que eX~

sam<:lnte les exciuya c1e la via con~encioso·acim.nlstrat!va..Se
~ reÍlnenaoa los ca..os en que la ley a que rem.lte no admite
guna vla de recurso por nwguua otra Jurisdiccion. puea en
hlpo.es.s r..ontntna t:stanamos ante el supuesto de no suje­
a al procedimiento cúnLen(;1(.¡so~adminlstratlvo preVisto en
:itado anicul0 2, al. de la W<":A. Es decir, el 40, fJ. exctu18

recur::iO comenClOS0,aUIll1111stn:ltivo actos 'que ·normUlmente
,ieran permmr.lo y que contra lo,. Que no ae admite ni11.&una
1. ciase ae tutela judlCtal. .E..n este se.ntldo. el articulo 40, n.
de entender::>e derogado por la disposición derogatona ter­

J. de la ConstituciOn y 10 mismo ha de decirse por las mis­
> razones de la disposicion adidonal tercera de la Ley 781
l.
i. De esta afirmación no se sigue, en este caso, que el pre~

te recurso de amparo haya de ser estimad'6 y, en canse­
ncia. anulada -te. sentencla impugnada. En efecto, la deman­
de amparo soiicJta que este Tribuna.l Constitucional decida
por el Tribunal Supremo se dicte nueva sentencia en la
..deberá entrar á conocer de las cuestiones de fondo Oe

resoluciones recurridas y deberá decidir la regularidad o
a derecho de toda cuestIón de legalidad en relación con
actos recurridos en el procedimiento contencio30~admims·

Jvo".
)ero como señala la Abogacía del Estado, no se precisa en
la demanda cuáles sean las cuestiones de legalidad rela­
s al fondo del asunto. De la lectura de 1& misma demanda.
'a sentencia impugnada y demas documentación que consta
lutos se deduce que el fondo del asunto conSiste solamente
la discrepanGia del recurrente con la clasificación de que
sido objeto por el Consejo Superior de la Armada para su
ibilidad al empleo de General de Brigada. por' entender
no se han valurado correctamente sus méritos y circunl­

jas personales. y 10 que pide es una. revisión de aquella
ificación. Dado que no se aduce nlnpna otrao posible
la de anulación de la clasificación impugnada, como podrfa
p~r ejemplo, la desviadO n de poder, hay que concluir que

nClO sobre el puesto que en la relación de elogibles mereció
'ecurrente al Consejo Superior de la Armada no es una

)27 Sala Segunda. Recurso eh amparo número 362/198íl;
Sentencia número 40/1983, de 18 d4r mayo.

l. Sala Segunda del Tribunal Constitucional. compuesta por
Jerónimo Arozamena Sierra, Presidente, y don Francisco
o Llorente, clon Luis: Diez Picaza y Ponce de León, don
c~sco Tomás y Valiente, don Antonio Trufol Serra y don
CISCO Pera. Verdaguer, Magistrados, h~ pronunciado

cuestión de le.alidad. sino .\!Da cuestiÓll técnica, y eaoapa, por.
tanto. al control jurisdiccional. Esto ea lo que dice en forma
expresa 1& sentencia impugnada al attrmar que no puede eJ1.
trar en el londo ..por no tratarse de una cuestión jurídica. linO
de la apreciación de las especiales aptitudes para acceder al
empleo de Oficial General en el momento en que se produce
la clasificación y con proyección al futuro, que ea cuando ha
de deSEmpeñar dicho mando. lo que corresponde efectuar. ¡)or
precepto. legal y 1& normal organización de loa Ejércitos, a quien
por su función y conocimiento tiene competencia. para lograr
una acertada conclusión". Tal fundamentación de la aentencia
se corrobora sI S8 tiene en cuenta los principiol báBtcoa qua
informan la legislación sobre clasificación '1 ascensos oflcialel
de Marina. ~s1, el artículo 8.- de la Ley Establece qUe toda
clasificación estará basada en el análisis más minucioso J lid..
digno posIble de las circunstancia¡ de loa interesadol en todOI
los aspectos de su personalidad, c.ompetencia J actuación pro­
fesional. especialmente en ocasión de guerra o de ¡raye respon­
sa.bilidad, as1 como en destinos d. embarco, mando o dirección.
enjuiciándolos en función de la¡ misiones de su Cuerpo. Escala
o Grupo_, criterio que reitera el artículo 22 del Real Decré~
to 2008/1978. En esas disposiciones ae .detallan los elementol de
juicio de Que debe disponer el Consejo Superior de la Armada
para llevar i. cabo la valoración de 101 interesados en orden •
su,idoneidad para el a.scenso¡ le dilpone que del astudio y ana­
lisis ..del conjunto_ de esos elementoa se llegará a. obtener UD
-concepto concreto.. de dichos interesado!! que permite IU cla­
sificación y, en su caso, la ordenación de los _componentel del
grupo según los conceptos obtenidos y • respecto a 1& ordena­
ción, _por comparaciones sucesiva." (articulo 22· del Real De­
creto citado). Resulta claro que eS. valoración conjunta de las
dlversas circunstancias que concurren en un oficial de 1& Ma~
rina para su aptitud previa al ascenso no pueden hacerla mis
que los órganos de la Administración especializados para ello.
en este caso el Consejo Superior de la Armada. y no los Tr1~
bunales de Justicia; de donde se deduCe que habiéndose fun~

dado. expresamente la desestimación dal recurso contencioso en
dicha causa hay que entender que la sentencia impugnada no
vulneró el derecho a la tutela íudicial efectiva del recurrente.

4. La conclusión -a que ~se llaga en este caso concreto no SU~
pone, •naturalmente. ·desconocer el derecho a la tutela Judicial
efectiva ·recogida en el articulo.24-1 de la Constitución; ni el
principio del somEftlmieneto pleno de la Administración Pública
a la Ley 'Y al- Dereeho (articulo 103..:2). ni· la· engencta -del con';'
teo} judicial sobre la legalidad de la actuación adminiltrativa
y su sumisión a los fines Que 1& justifican (articulo 106·1). Tam­
poco supone ignorar los esfuerzos. que la jurisprudencia ., la'·
doctrina han realizado y realizan para que tal control judicial
sea lo mas amplio y iefectivo posible. Pero no puede olvidarse
tampoco que ese control puede encontrar en algunos casos li·
mites determinados. As:( ocurre en cuestiones que han de re·
solverse por un juicio fundado en elementos de carácter eXclu~

sivamente técnico, que sólo puede ser formulado por un ór¡ano
especializado d" la Administración y. que en si mismo escapa,
por su propia naturaleza, al control juridlco q\le ea el único que
pueden ejercer los órganos Jurisdiccionales J que, naturalmen­
te, deberán ejercerlo en la medida en que el juicio afecte al
marco legal en que se encuadra, e8 decir, sobre las cuestiones
de legalidad, COMP dice la propia demanda de amparo, que 18
planteen en el caso. utilizando al efecto tod.s Iaa posiblUdades
que se han ido incorporando a nuestro acervo jurfdlco. Y como
en el presente recurso no se ha concretado QU. cuestiones de
legalidad se suscitaI'l ni pueden deducirse de los datolque
constan en autos, al reducirse el problema, a 1108 dis.crepanc1a
del interesado respecto a la valoración de sus circunstancias
para su clasificación y ser Qsa -valoración, como ya se ha dicho.
de 1ndole estrictamente téCTlica, procede desestimar por l&.<!l ra·
zones indicadas el presente recurso de amparo.

FALLO

En atención a todo lo e~puesto, el Tribunal Constitucional,
POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCION
DE LA NACION ESPA¡;¡OLA.

~Ha decidido:

Desestimar el recurso de amparo interpuesto por don Ma·
Duel Fidalgo Fernández.

Publfquese- esta sentencia en el ..Boletín Oficial del Estsdo...

Madrid, 16 de mayo de 1983.-Manuel Garcia·Pelayo y Alon·
so.-Angel Latoree Segura.-Manuel D1ez de Velasco Vallejo.­
G!oria Begué Cantón.-Rafael GÓmez~FerrerMorant.-AngelEs·
cudero del Corral.-Firmados y rubricados.

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo, promovido por la Sociedad ..Mer~
cados y Análisis, S. A._, representada por el Procurador de los
Tribunales don José Lula. OrllZ Cadavate y pw. Maurl. F el...

r
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tendido por el Letrado don JuUa Revira PereJra, contra el auto
de la sala Sexta del TrIbuDal Supremo de Juatlcla de D de
febrero de 11lll2. CGDfI""""o por '*" do 11 da abril del m18mo
aAo. por el que 18 dec1U6 • 1& Soc1edad t6CWXW" -dealstlda del
racureo de -.clón por IDfnIccIÓD de 1¡&y preptndo por ella
"""tra ..nleDc\a _ por la. ~tura de Tr'abalo nllma­
", U de 181 d. Madrid en autoe ...uJdoo por dofla Dol_ Frlu
GenIAl.. ., otroe .obre reoIaDlll<;IÓD de oontIdad. . .

En el recurso. de ...amparo de referencia han 81do partes la
Sociedad. nCurTente '1 el Procurador don Rafael Rodrfguez Mon­
taut. bajo dirección d. Letrado y en caIldad d. parte deman·
dada, eD nombre ., "presentación de dofta Maria Dolores Frias
Gcnález, dofta Maria Josefa Ríos M1l16D. doft. Maria Nieves
oen"""J Mu1Io•• dalla Maria 'ubal P6rez Salvador. dalla MI·
1&11'0' Prieto Freano, 40b -Francisca Blizquez Albaro. doft8
Maria del Carmen Asunci6n MuAoz Pastor, doft& Andrea Rodrf·
pez Sinchez, doft. Maraarita Guerrero Mártinez. 4011& Palo·
ma Moreno GonzAJez. doAa~' Maria Roea Jlménez Borona, do11.
Maria Rosa Burrl.... Hernindh. dalla MarIa Rose Rublo Gar·
ola. dofla MarIa Antonia Jlm6De. Lechu.... dalla BJanca Fer·
niDslez Gonzilez. dolla Jacinta León S6Dchez. dofta Anton\a
G6JDea SAnch... dofla LuiR Rodado lIod!f8ue.. dalla Elloa AJó.
Sanz. dotla Maria Josefa Mendoza MarUnu. doda Maria del
Carmen LóPeZ Peral. dofta Teresa- Bravo GonzAlu, CIada Maria
del Sol Binche. MartID, dofla Angeles Ballesteros Santo.. dalla
Sagrario Caro Rodrípez, doda A~el1na Vallejo Moreno, dofta
Rotarto DominIO Putor, dofta Maria Luila Bautista Jiménez,
dofla Maria del Carmen Hurtado Serrano. dalla Caridad Gam·
boa G6mez, dofta Teresa Valero Zamora, dofta Gloria Puente
Torrel, don JOI' Antonio Zorrero -Muftoz y doda Cec1Ua Vina·
In Domfnpez. Ha comparecido el Ministerio Fiscal.

Ha sido ponente el Magistrado don Luis Diez-Picazo y Ponce
de León, quien expresa~el parecer de 1& Sala.

l. A,NTECEDENTES

Primero.-Doftá María Dolores Frias González y treinta y
tres personas más, cuyos nombres constan en el encabezamien­
to de esta sentent:ia, trabajadores to.dos ellos de la Sociedad
.Mercados y Análisis, S. A,;-, interpusterondemanda contra la
Empresa en reclamaci6n de cantidsd, que dio lugar a un' pro­
cedimienJ:o laboral que se sustanci6 ante la Magistratura de
Trabajo número 13 de Madrid, la cual dictó stmtencia el 19 de
octubre de 1981, condenando lo la Entidad demandada.

La resoluoión mencionada fue notificada a la Empresa, hoy
recurrente el 29 de octubre de 1981. El 4 de noviembre de 1981.
.Mercados' y AnáUsis, S. A._, presentó un esorito, feohado el
31 de octubre, en el cual anunciaba su propósito de interponer
recuno de casación contra la sentencia dictada. A este escrito
acompa:ft.{J _un res~ard~ acredttati'yo de haber_l1ech9 en el Ban­
co de Espa!a una consignacíón de la cantidad de 1.475.156 pa­
aetas en cumplimiento de la disposición establecida en el ar­
ticulo 170 de 'la Ley de Procedimiento Laboral. Asimismo, el
df& 2 de noviembre de 1981, .MercadOl y AnAllSil, ·S. A.-, para
cumpUr con 10 dispuesto en el artfculo 181 de la cl-e.da Ley de
Procedimiento Laboral, hizo en la Cala General de Depósitos
el Ingreso en met'ltco de &.000 pesetas, indicando_ en eI-Impreso
oftc1a1, en la casilla correspondiente, a .ftnalidad del depÓSito".
las palabras .recurao de Casación ,ante la Sala Sexta del Tri­
bunal Supremo por infracción de ley y doctrina legal. Senten­
cia ezpediente nWneJ'O 482/81. Mq1str&tura de Trabajo núme­
ro 13. Madrid-. En el apartado de dicho impreso correspon­
diente a la menclón.Autoridad u organismo a cUya disposición
8e .constituye-,. consignó .Magistratura de Trabajo número 13
de Madrid.. .

Seguildo.-El dia lO de diciembre de 1981 la representación
de .Mercados y An'UsIs, S. A.-, compareció ante la Sala Sexta
del Tribunal Supremo designando Letrado y acompat'l.ando el
resguardo acreditativo del ingreso realizado en 'la Caja General
de Depósitos.

La Sala Sexta del Triblinal Supremo de Justicia. por auto
dictado en 15 de febrero de 1982, considerando que· los depósitos
para interponer recurso de CB8ación ante el TrIbunal Supremo
deben constituirse en la Caja General de Depósitos a disposi­
ción de dicho Tribunal y que, en el caso de autos el depósito
habia sido, constituido a disposición de la Magistratura, resol·
"lió tener por desistido de dicho recurso al recurrente.

Contra el auto referido Interpuso la representación de la
Sociedad .Mercados y Análisis, S. A.-, recurso de súplica, que
fue resuelto por auto de la SaJ.a Sexta del Tribunal Supremo
de fecha 19 de abril de 1982., que confirmó el auto recurrido.
entendiendo que debfa mantener por sus "propios fundamentos
10 acordado con fecha 5 de febrero, pues según el articulo 181
de la Ley de Procedimiento Laboral, la no constitución en
forma de los depósitos lleva aparejado que el recurso se con-
sidere desierto. -

Tercero.-En un nuevo escrito ·de 24. de abril de 19132, la Em­
presa ..Mercados y Análisis, S. A.-, hizo constar ante el. Tri­
bunal Supremo que. por la referencia que se hace en el auto
impugnado al artículo 1 del Real Decreto de 11 de marr.o de 1924,
dicho articulo puede ser inconstitucional al estar en contra­
dlccl611 con el articulo 24. de la Constitución y suponer una
falta de tutela efectiva de los Jueces y Tribunales.

Por auto de 6 tle Julio de 1982, recibido por la pa,rte el dia
7 de septiembre de 1982, el Tribunal Supre~o,declaró no haber

lugar a lo solicitado sobre la modificación del autó referid
mandando estar a lo acordado· en los autos de 5 de febrero
le d. abril de 1982.

Cuarto.-Por escrito que tuvo su entrada en este Tribun
el día 22 de septiembre de 1982, don Julio Rovira P~reira, I

nombre de la Empresa .Mercados y Am\lisis. S. A.", int(
pone recurso de amparo constitucional contra los autos de
de febrero de 1982, 19 de abril de 1982 y 6 de Julio de 1982, di
tados Por la Sala Sexta del Tribunal Supremo, en los que
declara desistido el recurso de casación por infracción de l(
interpuesto por la Entidad recurrente contra la sentencia di
tada por la Magistratura' de Trabajo número 13 de Madrid t
los autos 328/81, sentencia número 482, de 19 de octubre (
1981, suplicando la nulidad del auto -recurrido y concediéndo
un nuevo plazo para 1& formalización del recurso de casació
ante la Sala Sexta del Tribunal Supremo. Se alegaba susta.
cialmente 1& vulneración del articulo 24.1 de la ConstitucióJ

Qulnto.-Admitida a trámite la demanda, y recibidas 1l
a,s:tuaeiones recabadas del Tribunal Supremo. tras personar~
los codemandados Indicados en el encabezamiento de esta sel
tencia, por providencia de 9 de marzo se abrió el trámite ql
regula el articulo 52 de la tey Orgánica. en el que las part'
y el Ministerio Fiscal han presentado sus escritos de aleg,
ciones.

La- representación demandante ha ratificado el contenido e
la demanda de amparo en su fundamentación y pretensió¡
exponiendo que existe una presunción de desistimiento. preSUI
ción .iuris tantum_ contra la cual. Juega la voluntad acreditad
de la parte de no desistir.

El Ministerio Fiscal centra el contenido objetivo de est
recurso en la interpretación del articulo 181 de la Ley de Pr<
cedim1ento Laboral en relación al principio de tutela efectiv
de Jueces y Tribunales consagrado en el art'Iculo 24.1 de J

Constitución; ese precepto fija los requisitos sin los cuales 1<
recursos se declaran desistidos. a los cuales requisitos no PUl
de a1"1adirse el de que la. consignación se haga a nombre ~
una autoridad u organismo determinado u otros formalism<
l1~itativos del 'recurso de casación; estando en todo caso Cl
blerto el defecto cuestionado por el principio de subsanabilicl.a
.que hoy inspira a la totalidad. de nuestro ordenamiento jur
dico. Por todo lo cual entiende que procede otorgar el ampar
solicitado.. .

La representación de los demandados ·ha alegado que el f(

curso es Inadmisible por haber incumplido el recurrente. el n
qulsito previsto en el artfculo 44. e), de la Ley Orgánica d
este Tribunal, y por _DO vulnerar derecho alguno el artículo lE
de la Ley de Procedimeitl.to Laboral ni el Real Decreto de 11 d

. marzo de 1924 sobre administración y aplicación de los depós
tos para Interponer recursos de casación.

~exto.-Por providencia de 20 de abril pasado se señaló par
dehberacJón y votación de sentencia el día 11 de mayo.

H. ~UNDAMENTOS JURIDICOS

Primero.-EI tema que es objeto del presente recurso d
amparo lo fue también del asunto que resolvió la Sala Pr
mera de este Tribunal en el recurso de amparo numero 276
1982 decidido por sentencia número 19/1983, de 14 de marz
{.Boletín Otlcial del Estado_ de 12 de abril, páginas 9 a i2

Como dicha senten,da seftaló, el artículo 181 de la Ley d
Procedimiento Laboral, al decir que si no se constituye el d(
pósito necesario »>ara interponer el recurso de casación en I

·forma indicada. los recursos se declararán desistidos. establt
ce una presunción de que la falta de constitución del dep6stt
en dicha forma constituye uan presunción, supone voluntad de
actor para apartarse del recurso interpuesto, que, como toda
las presunciones .iurls tantum". se destruye por la prueba e
contrario..

La sentencia mencionada, cuyo criterio compartimos, lleg
a la referida conclusión por considerar que los ·preceptos lege
les y reglamentarios· relativos al modo de constitución de lo
depósitos exi,idos para la Interposición o formalización de lo
recursos, y en particular el de casación, han de ser interprf
tados después de la promulgación de la Constitución de acuar
do con el sentido que emana de los principios que inspiran-est
primer cuerpo normativo y en particular del artículo 24, que
al reconocer el derecho a la. tutela efectiva de Jueces y Tribuna
les! Impone Ja interpretación de las leyes en el sentido más fa
vorable a tal derecho constitucionaL

Segundo.-Es consecuencia de ello que la presunción de ve
luntad de desistimiento queda destruida cuando 8e constituy'
el depósito, la constitución se realiza. en ~l. establecimiento in
dicado para ello y el resguardo se entrega en la Secretari,
del Tribunal Supremo, aun cuando en dicho resguardo pued
existir algún error material. fácilmente subsanable, en la roen
ción del órgano jurisdiccional a cuya disposición el de,ósit
se encuentra constituido, pues si bien si las formas y r('quis~

tos procesales cumplen un papel de capital importancia. en L
ordenación del proceso, y, como todos los requisitos dE' arde:
procesal, sea materia de orden público, la irregularidad mera
mente formal no puede convertirse en un obstáculo inc:alvabl
para la prosecución del proceso o de los recursos en aquello
supuestos en los que el legislador no lo determina en forro
taxativa y en que además quedan lesionados los derechos Tf
conocidos en el tantas veces mencionado articulo 24 de la Com
Uución.
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FALLO

En atención a todo la expuesto, el Tribunal Constitucional,
'OR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCION
JE LA NACrON ESPAI'lOLA. . .

Ha decidido:

Otorgar el amparo. solicitado por la Sociedad .Mercados y
AnálIsis, S. A.a, y, en consec~encia. recon.ocer el derecho del

17028 Pleno. Cuestión de íncOr1sUtuctonalidad número
43211982. Sentencio 'núm.~ 4111983, d~ l' d. mG)'o.

El Pleno del Tribunal ConstituCion&J., 'compuesto por don
Manuel Ge.rcia-Pelayo y Alonso, Preaidente; don Jerónimo Aro·
~amena Sierra, don Angel Latorre Segura, don Manuel Diez de
ValucD Vallejo, don Franc1aco Rubio LIorente doAa Gloria Be­
lué Cantón, don Luis Diez Picazo, don Francisco Tomás y' V.
¡lente. don Rafael Gómez-Ferrer y Morant. don Angel Escudero
jel Corral y don Francisco Pan¡, Verdaguer, Magistrados, ha
pronuncIado,

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En la cuestión de inconstitucionalidad número 432 de 1982
)romovida por la Sala de lo Contencioso-Administrativo de l~
\udienc1a Territorial de Burgos, en autos nÍlmero 39/1982 ins­
:ados por la Camara Oficial-de le. Propiedad Urbana de la Rioja
m relación con la disposición transitoria se(Unda letra b} dei
leal Decreto-ley 11/1979. de 20 de ~ulio, sobre medidas urgentes
le financiación de las haciendas locales. Han comparecido el
-\bogado del Estado, ep. representación del Gobierno, y el Fiscal
:t'eneral del Estado. y ha sido Ponente el Magistrado don- Luis
)íez Picazo, quien expresa el parecer del Tribunal.

I. ANTECEDENTES
lO.

Primero.-:-La Cámara Oficial de la PrOPiedad Urbana de la
>r-Ovincla de La Rioja interpuso reclamacióIl económico-admi­
li.stra~iva contra una liquidación que le fUe practicada por con­
rlbuclón. ~erritorial urbana, ejercicio de 1980, correspondiente
\ unas VIVIendas de protección oficial, dictada en aplicación del
u-Uculo 5. 0

, 2, Y de la disposición transitoria segunda, bJ, del
~eal Decreto-ley 11/1979, de 20 de julio. La reclamación fue
tesestimada por acuerdo del Tribunal Económico-Aari:linistrativo
'rovincial de La Rlaja de 30 de noviembre de 1981. .

Segundo.-Contra el mencionado acuerdo. la Cámara Oficial
ndieada, representada por el Procurador don Juan. Coba de
;uzmán AyIl6n. interpuso recurso contencioso-administrativo
tnte la correspondiente Sala de la Audiencia Territorial de Bur­
~os. al que le correspondió el número 39 de 1982, alegando la
-ecurrente en su demBllda que la disposición. transitoria segun­
la, bl, del Real Decre'to-ley apUcado. por la que se transfor­
naron reducciones temporales del 90 por 100 de la contribuci6n
lrbana en bonilicaciones del 50 por lOO, incurre en inconstitu­
:ionalidad formal, por ser contraria al articulo 86 1 de la Cons­
¡tuclón (CE), en relación ~on el articulo 31 de l~ :nisma; y en
nconstitucJonal1dad matenal. por conculcar los principios de
,eguridad jurfdlca. irretroactividad, legalidad y jerarquia nor­
nativa garantizados por el articulo 9.°, 3, de la Constitución
spaftola. Pidi6 la recurrente el planteamiento de' cuesti6n de
nconstitudonalidad de la disposici6n transitoria segunda, bJ,
lel Real Decreto-ley 11/1979 y del acto de convalidaci6n del
rUsmo. as'. como qu~. una vez resuelta tal cuestión. se deda­
asen J?o 8!ustados a Derecho el recibo y la liquidación y la
esoluclón Impugnada. en cuanto aplican una bonificación del
o por ~~ en ~ugar del 90 por 100, con devolución a cargo de
~ AdmlDlstraclón de las c.r.ntidades percibidas con exceso.

El Abogado del Estado contestó a la demanda haciendo re­
erencia a la vinculación del Juez ordinario a las disposiciones'
on rango formal de Ley y a la no suspensión de la vigencia

de .la aplicaci6n de la norma por el planteamiento de una
uestl6n de inconstitucionalidad y negando que la disposición
ontrovertída incurra en inconstitucionalidad. por lo qUe solici­
G se dictase sentencia dosestimatoria.

Las partes presentaron en· sustitución de la vista -sendos es­
rit.o~ de conclusiones. La recurrente reiteró las alegaciones y
,etU::lOnes ya formuladas en la demanda. haciendo especia.! refe­
enCla, por lo que respecta a la inconstltucionalidad formal, -a
" inexIstencia de presupuesto de hecho habilitante para dictar
I mencionado Real Decreto-ley 11/1979. a la incidencia del mis­
10 en materias excluidas dei Decreto-ley y a la no subsanación
e la lncomltitucionalidad mediante la conval1dación de aquél;
: por 10 que respecte. a la inconstitucionalidad material, afta­
lendo. que la disposici6n transitoria segunda b}, de aquél va
ontra el principio de igualdad ..entre Cortes i Gobierno- -pues
, aquéllas no pueden facultar a éste dictar normas con caré.cter
etroactivo (art. 83. 1, de la Constituc.ión espaftolaJ, tampoco

recurrente a mantener el recurso de casación por él lnterpuesto
contra la referida sentencia de la M.qistratura de Trabajo nÍl·
mero 13 de Madrid de 18 de octubre de 1981 y anular el auto
de la Sala Sexta del Tribunal Supremo de S de febrero de 1_
por el que se le tuvo por desisUdo de aquel recurso.

Publ1quese esta sentencia en el. .Boletín Oficial del Estado-.

Madrid. 18 de mayo de 1983.-FlrmadOl Jerónimo Aro~
na Sierra,::-Francisco Rubio Llorente.-Lui8 Diez Picaza y POD,;'
ce de Le6n.-Franc1sco Tomás y Vallente.-Antonio Truyol S.
rra.-Francisco Pera Verdaruer.-Flrmados rubrioac:loa.

puede el segundo dictar Decretol-leyes con tal carActar- y con·
tra el principio de igualdad ante la ley, porque en la letn bl ..
respeta el plazo. pero _no el porcentaje de boniltcación mientraa
que en la letra c) M respeta tanto el plazo como el Porcentaje.
El Abogado del Estado reiteró sus arl'umentos Y la peticiób de
sentencia desestimatoria, oponiéndose a loa motivos de lnconati- ~
tucionaltdad alegados. por la recurrente.

La Sala de 10 Contencioao-AdmiDistratlvo de la Audiencia
TerrttorteJ. de BurgOl acor4ó, por providencia de 21 de octubre
de 1982, oir a las partea y al Ministerio riscal labre la pertinen­
cia de plantear la cuesUón de inconsUtucionalidacl. La parte
recurrente manitestó la conformidad con el planteamiento de 1&
cuesti6n de lnconsUtuclonalidad., formal y material. de la dis-

·posición transitoria lI8(Unda. b), en lo que hace referencia a la
bonificación temporal del articulo 12, 6. del texto refundido de la
Contribución Territorial Urbana. dél Real Decreto-ley 1111m.

-de 20 de julio. y del acuerdo de convalidación del mismo. en
sesión de Z1 de julio de UmI del Con¡reso de los Diputados;
citando. en apoyo de la inconstitucionalidad formal, la sentencia
del Tribunal ConstitUCional 28/1982, de 31 de mayo. y basando
la lnconstltucionalidad material en la infracción de varios de los
principios del articulo 8.°. 3, de la ConStituctÓD. El Fiscal. a-la
vista de 108 antecedentes y de los "Dlotivos de tnconstltuc1on&U·
dad formal y material alegado. por la recUJTente. estimó proee·
dente el planteamiento de la cuestión de inconstituc1onalldad,
por considerar infringido por 1& disposición transitoria segun·
da, b}, del Real Decreto-ley 11/1979 el articulo 8.°, 1 Y 3, de le.
Constttuc1c)n espadola, en relación con los articulos 31 1 Y 81 Y
~iguientes de 1&. misma. y en especial con su articulo 86, 1, e
lDcluso en .relaQi.Oncon el articulo 25, 1,- de la CODStituci6n ·es·
paftola. ..

Tercero.-La Sala de la Contencioso-Administ.rativo dictó auto
de 6 de noviembre de 1882 considerando que la disposición traD·
sitoria segunda, bl. del Real Decreto-ley 1111878, de 20 de jullo.
pudiera suponer infracción del articulo 86. 1, de la ConstituciÓll
espaftola. por afectar auno de 101 deberes de los ciudadanos
regulados en su titulo J, concretamente el de contribuir al aos~
tenlmiento de los gastos públicos (arto 31), materia expresamente
excluida del ámbito del Decreto·ley¡ y que~ teniendo por obleto

-el recurso la impugnación de una liquidación girada conforme
á la c:itada dispOIición transitoria, la. decisión del proceso de­
pende de la referida norma. Por ·10 que acordó la Sala mediante
dicho auto declarar la procedencia de plantear la correspondien·
te cuesti6n de lnconstitucional1dad y elevar la· cuestJón al Tri-

· bunal Constitucional.
Cuarto.-La Sección Cuarta del Tribunal Constitucional acor·

d6, por providencia de 24 de noviemt»'e de 1882. tener .por plan­
teada cuestión de inconstituclonal1dad de 1& disposición trena!·
toria segunda, b). del Real Decreto-ley 11/1979, de 20 de Julio.
y. estando pendiente de sentencia otra cuesti6n sustancialmente
igual, planteada por la. la Sala d. 10 Contencioso-Administrativo
de la Audiencia Territorial de Albacete. esperar a lo que se
resolviese en esta última. Por provtde.{lcla de 16 de febrero

· de 1983, acordó la Sección que, habiéndose dictado sentencia
en la cuesti6n 19 y ¡20 de 19&2· (acumuladas). dEt la que pendia
la presente. se.admitiese a tré.míte, y, de conformidad con el
articulo 37, 2, de la Ley OrgAnica del Tribunal Constitucio­
nal (LOTe), dar traslado de la misma al Congreso de los Dipu­
tados. al Senado, al Gobierno y al Fiscal general del Estado,
para que en el plazo de quince dias pudieran personarse y for­
mular alegaclanes. El Congreso anunció que no har1a uso de
sus facultades de personación ni de formulación de alegaciones.
El Senado se personó sin formular alepciones. En nombre del
Gobierno, el Abolado del Estado se personó y formuló ale..•
ciones el 4 de marzo. El Fiscal general del Estado Se perlonó
mediante esCrito presentado el 8 de marzo, tntereMlldo del Tri­
bunal Constitucional que 8e completase la documentación en
los términos previstos en el articulo 36 de 1& LOTe -y 8e otar·
gase nuevo plazo de quince cUas a la Fise.lI. General del Es­
tado para evacuar el trámite. La Sección acordó acceder a lo
solicitado por el Fiscal general del Estado por provtdencia de •
de marzo. El Fiscal .eneral del Estado se ha personado de nuevo
y fprmula finalmente alegaclones dentro de plazo mediante es·
crito de ~ de marzo de 1983.

Quinto.-El Abalado del Estado alegó. por lo que se refier,
a la delimitación del objeto del proCela, que el auto da pl&J;L·
teamiento se limita • cuesUODAr ,i el contenido normativo de
la disposición transitoria segunda. b), del Real Decreto~ley 11/
1979 es de inclusión cronstltucionalmente llcita en un Decreto-ley.
vlsta la reserva negaUva establecida para el Decreto·ley en el
dominio tributario, no cabiendo plantear en el presente prooeao


